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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 14 de enero de 2016. 

Comparece ante nos por derecho propio, el señor Luis D. 

Rodríguez Santiago (recurrente), y nos solicita que dejemos sin 

efecto una Respuesta del Área Concernida/Superintendente, de la 

División de Remedio Administrativo del Departamento de 

Corrección y Rehabilitación (recurrida), del 7 de mayo de 2015.   

Por los fundamentos que se exponen a continuación se 

desestima el recurso de epígrafe por falta de jurisdicción, por su 

presentación tardía. 

I 

Surge del expediente apelativo que el recurrente se 

encuentra ingresado en la institución penal Ponce 1000, donde 

cumple una condena. En su Solicitud de Revisión Judicial 

Administrativa presentada ante nos el 30 de septiembre de 2015, el 

recurrente alegó que el 31 de marzo de 2015, durante un registro 

de su celda, le fue ocupado un pantalón corto de color azul oscuro 

por dentro y azul claro por fuera. Según el recurrente, dicho 

pantalón es de su propiedad y al momento de ocuparse el mismo 
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por el oficial Olivera, número de placa 13641, no le fue entregado 

un recibo a pesar de que lo solicitó al momento, en violación a la 

reglamentación vigente del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación. No obstante, alegó que le informaron que el 

Sargento González, quien supervisaba al Oficial Olivera y a la 

Oficial Madera durante el registro, era quien debía proveerle el 

recibo.  Aun así, según el recurrente, el Sargento González no le 

proveyó el mismo. 

Por consiguiente, el 3 de abril de 2015, el recurrente 

presentó una Solicitud de Remedio Administrativo en la cual 

informó lo sucedido. El 7 de mayo de 2015, la División de 

Remedios Administrativos emitió una Respuesta del Área 

Concernida/Superintendente, en la cual se le informó al recurrente 

que en el área de ropería no estaba dicho pantalón, por lo cual no 

podían brindarle un recibo del mismo.   

En respuesta a lo anterior, el 18 de mayo de 2015, el 

recurrente presentó una Solicitud de Reconsideración 

Administrativo en la División de Remedios Administrativos.  En la 

misma, adujo que entendía que el pantalón que le fue apropiado 

no se encontraba en el área de ropería, pues vio cuando el Oficial 

Olivera y la Oficial Madera, colocaron el pantalón en una funda 

plástica, sin sujetarse al proceso reglamentario de preparar un 

recibo y entregárselo al recurrente. Basado en lo anterior, el 

recurrente argumentó que se le violentaron sus derechos y que ello 

constituía una represalia continua.   

Consecuentemente, el 28 de julio de 2015, la División de 

Remedios Administrativos emitió una Resolución, en la cual 

concluyó que de la Respuesta del Área Concernida del 7 de mayo 

de 2015, no se desprendía que se hubiera indagado con el 

Sargento González en los informes de registro del 31 de marzo de 

2015, con el propósito de corroborar si se ocupó o no algún 
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artículo en la celda del recurrente.  Así las cosas, se devolvió el 

asunto al Evaluador que atendió el Remedio Administrativo para 

que solicitara al área de servicio los informes de registro del 31 de 

marzo de 2015. 

El 31 de agosto de 2015, la División de Remedios 

Administrativos emitió una Respuesta del Área 

Concernida/Superintendente, mediante la cual se le informó al 

recurrente que se entrevistó a la Oficial Madera con relación al 

pantalón corto que alega que le ocuparon en su celda.  Según la 

Oficial Madera, nunca le ocupó un pantalón al recurrente e indicó 

que, de haber ocupado algún objeto perteneciente al recurrente 

habría preparado un recibo.  A su vez, le fue informado al 

recurrente que luego de investigar en el área de correo no había 

ninguna pertenencia a nombre de éste. 

Inconforme con el anterior dictamen, el 30 de septiembre de 

2015, el recurrente acudió ante nos y manifestó estar en 

desacuerdo con el dictamen antes aludido. Con el anterior 

trasfondo procesal, procedemos a discutir el derecho aplicable al 

caso de epígrafe. 

II 

Es norma de derecho reiterada que un recurso prematuro al 

igual que uno tardío, priva de jurisdicción al Tribunal al cual se 

recurre. Su presentación carece de eficacia, por lo que no produce 

efecto jurídico alguno. Ello es así puesto que en el momento que 

fue presentado no había autoridad judicial alguna para acogerlo. 

Juliá et al. v. Epifanio Vidal, S.E., 153 DPR 357, 366-367 (2001). 

Así pues, un tribunal que carece de jurisdicción sólo tiene 

jurisdicción para así declararlo y desestimar el caso. Vega et al. v. 

Telefónica, 156 DPR 584, 596 (2002).  

Precisa señalar que, "[la] jurisdicción es el poder o autoridad 

de un tribunal para considerar y decidir casos y controversias". 
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S.L.G. Solá-Moreno v. Bengoa Becerra, pág 683. En virtud de este 

axioma, los tribunales deben ser celosos guardianes de su 

jurisdicción y no tienen discreción para asumirla donde no la hay. 

Cruz Parilla v. Depto Vivienda, 184 DPR 393 (2012); Ghigliotti v. 

A.S.A., 149 DPR 902 (2000). Así pues, los tribunales tienen el 

deber indelegable de verificar su propia jurisdicción a los fines de 

poder atender los recursos presentados ante éstos. Souffront v. 

A.A.A., 164 DPR 663, 674 (2005); Vázquez v. A.R.P.E., 128 DPR 

513, 537 (1991). Como se sabe, la ausencia de jurisdicción es 

insubsanable.  S.L.G. Solá-Moreno v. Bengoa Becerra, 182 DPR 

675, 683 (2011).  De modo que, cuando un tribunal determina que 

no tiene la autoridad para atender un recurso, sólo puede así 

declararlo y desestimar el caso.  Lozada Sánchez et al. v. JCA, 184 

DPR 898, (2012).  Nuestra más Alta Curia expuso las inexorables 

consecuencias que conllevan la falta de jurisdicción, a saber: (1) no 

es susceptible de ser subsanada; (2) las partes no pueden 

voluntariamente otorgar al tribunal jurisdicción sobre la materia ni 

puede el tribunal arrogársela; (3) los dictámenes de un foro sin 

jurisdicción sobre la materia son nulos (nulidad absoluta); (4) los 

tribunales tienen el ineludible deber de auscultar su propia 

jurisdicción; (5) los tribunales apelativos deben examinar la 

jurisdicción del foro de donde procede el recurso, y (6) un 

planteamiento de falta de jurisdicción sobre la materia puede 

hacerse en cualquier etapa del procedimiento por cualesquiera de 

las partes o por el tribunal motu proprio.  Aguadilla Paint Center v. 

Esso, 183 DPR 901 (2011); Shell v. Srio. Hacienda, 187 DPR 809 

(2012).  Finalmente, en el ámbito administrativo, al igual que en el 

foro judicial, no existe discreción para asumir jurisdicción donde 

no la hay. S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873 

(2007). 
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La sección 3.15 de la Ley Núm. 170 del 12 de agosto de 

1988, mejor conocida como la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme (LPAU), 3 LPRA 2165, instituye que la parte afectada por 

una resolución u orden parcial o final emitida por una agencia 

administrativa podrá solicitar reconsideración dentro del término 

de veinte (20) días, contados desde la fecha del archivo en autos de 

la notificación de la resolución u orden.  Además, una vez la parte 

afectada agote dicho remedio, la LPAU provee y permite acudir en 

última instancia al foro judicial, luego de agotar todos los remedios 

administrativos. Véase, sección 4.2. de la LPAU, supra, sec. 2172. 

Este recurso de revisión judicial tiene que ser presentado 

dentro del término jurisdiccional de treinta (30) días desde la fecha 

del archivo en autos de la copia de la orden o resolución final de la 

agencia, o a partir de la fecha aplicable de las dispuestas en la sec. 

2165 de la LPAU, supra, cuando el término para solicitar la 

revisión judicial haya sido interrumpido mediante presentación 

oportuna de una moción de reconsideración. Al tratarse de un 

término jurisdiccional, los tribunales no tienen discreción para ser 

flexibles en el perfeccionamiento de los recursos.  Torres García v. 

Toledo López, 152 DPR 843 (2000).  Es decir, cuando se incumple 

con un término jurisdiccional se priva de jurisdicción al tribunal 

para entender en los méritos del recurso. Méndez v. Corp. Quintas 

San Luis, 127 DPR 635 (1991).  Un recurso tardío sencillamente 

adolece del grave e insubsanable efecto de privar de jurisdicción al 

tribunal al cual se recurre. Hernández v. Marxuach Construction 

Co., 142 DPR 492, 498 (1997). 

III 

En el caso ante nuestra consideración, según surge del 

expediente apelativo, la División de Remedios Administrativos 

emitió su Respuesta del Área Concernida/Superintendente el 7 de 

mayo de 2015.  El 18 de mayo de 2015, el recurrente presentó una 
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Solicitud de Reconsideración Administrativo.  Dicha solicitud fue 

atendida y resuelta en la Resolución del 28 de julio de 2015, 

notificada en la misma fecha, en la cual se dispuso devolver el 

asunto al Evaluador para que investigara el informe de registro y 

se determinara si se ocupó la pertenencia que reclama el 

recurrente.   

Así las cosas, el término de treinta (30) días para acudir en 

revisión judicial ante este Tribunal, comenzó a decursar el 28 de 

julio de 2015, fecha en la cual se notificó la Resolución antes 

mencionada.  Consecuentemente, el término de treinta (30) días 

del que disponía el recurrente para presentar su recurso de 

revisión judicial vencía el 27 de agosto de 2015, a tenor con lo 

establecido en la sección 4.2 de la LPAU, supra.   

No obstante, el recurso que nos ocupa se presentó el 30 de 

septiembre de 2015, fuera del término jurisdiccional por lo que fue 

presentado de forma tardía.  Carecemos de autoridad para 

considerar el recurso de epígrafe, toda vez que no fue presentado 

oportunamente.  Así, nos sujetamos a la firme norma de que los 

tribunales tenemos el deber de ser guardianes de nuestra 

jurisdicción. Según discutiéramos previamente, un recurso tardío 

adolece del insubsanable efecto de privar de jurisdicción al foro 

judicial ante el cual se presenta.  A la luz de lo anterior, nos vemos 

obligados a desestimar el recurso de epígrafe. 

IV 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, se desestima 

el presente recurso por falta de jurisdicción, por su presentación 

tardía.  

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


